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PETICIÓN / MÍNIMO VITAL / CONTINUACIÓN – REACTIVACIÓN DE AYUDAS ECONÓMICAS / NIEGA / CONFIRMA - A pesar de lo anterior, no puede perder de vista la Colegiatura que por regla general la acción de tutela no es la vía para que las personas obtengan el reconocimiento y pago de la indemnizaciones administrativas como víctimas de la violencia, especialmente porque en ese tipo de casos hay muchísimas personas esperando su turno y realizando los trámites correspondientes para que la UARIV resuelva su situación, lo que además requiere de un amplio estudio que dentro del plazo perentorio de la acción de tutela no es viable su realización. 

Además, debe decir la Sala que a pesar de lo lamentable de los hechos narrados por la señora Luz Aida, no hay dentro del expediente nada que pruebe realmente el estado de urgencia alegada, que haga necesaria e inmediata la intervención del juez constitucional para ordenar la omisión de una serie de trámites de carácter administrativo que han sido destinados para la obtención de los beneficios que por medio de este mecanismo se persiguen y  que deben cumplir todas las personas que pretenden lo mismo que ella, máxime si con la solicitud no se aportan pruebas que hagan evidente las condiciones de vulnerabilidad que se alegan, y especialmente en casos como este en donde lo que se pretende es obtener la entrega de unos dineros que pertenecen a los recursos del Estado.
REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA
Pereira, veintidós de enero de dos mil dieciocho (2018) 

Hora: 3:00 p.m. 

Aprobado por Acta No. 021 

	Radicación: 
	660013107001 2017 00106 01

	Procedencia: 
	Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira

	Accionante: 
	Luz Aida Rivas Mosquera 

	Accionado: 
	Unidad de Víctimas 

	Decisión: 
	Confirma 


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la señora LUZ AIDA RIVAS MOSQUERA, contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira el 1º de noviembre de 2017, mediante el cual negó la solicitud de amparo constitucional invocada por ella en contra de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS, de ahora en adelante UARIV. 
ANTECEDENTES:
La señora Luz Aida Rivas Mosquera instauró acción de tutela en contra de la UARIV, a quien acusó de vulnerar los derechos fundamentales que le asisten como víctima de desplazamiento forzado, reconocida así por esa entidad. Los hechos en los cuales fundamentó su solicitud, fueron sintetizados por el Juzgado de conocimiento así: 
“Informó la señora Luz Aida Rivas Mosquera que, ostenta la condición de víctima del conflicto armado colombiano, por el hecho victimizante de desplazamiento forzado, razón por la cual recibió varias ayudas humanitarias por valor de $ 1.380.000.oo y posteriormente otra por $280.000.oo, sin embargo, desde hace dos años no le han vuelto a otorgar ninguna, con el argumento que se procedería al reconocimiento de la correspondiente indemnización administrativa, sin que a la fecha ello haya ocurrido.

Señaló la actora ser madre cabeza de hogar, por tener tres hijos de 9, 19 y 21 años de edad, los cuales debe ella sostener, por ello ayuda a una señora a hacer empanadas, labor por la que recibe un pago de $25.000.oo por día laborado.

Resaltó la actora que, la determinación de suspender la entrega de ayuda humanitaria a su núcleo familiar constituye vulneración evidente de sus derechos como víctima de desplazamiento forzado, ya que el salario que devenga no es suficiente para garantizar la subsistencia mínima de los miembros de su hogar, por lo cual es necesario reactivar el pago de los auxilios o materializar la entrega de la reparación por vía administrativa.”
PRETENSIONES:
Con base en los hechos narrados solicitó que se amparen sus derechos fundamentales, y en consecuencia, se ordene a la UARIV que le continúe brindando las respectivas ayudas humanitarias que venía recibiendo, o de lo contrario, se haga efectiva la indemnización por vía administrativa.  
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 
El Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el día 18 de octubre de 2017, y ordenó correr traslado del escrito y sus anexos a la accionada en la forma indicada en la ley. 
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 1º de noviembre de 2017 negar la solicitud de amparo invocada, al considerar que si bien es cierto, las personas que ostentan la condición de víctimas del conflicto tienen un status de mayor protección constitucional, ello no quiere decir que en el momento de acudir a la acción de tutela no deba demostrar que en su caso concurren las causales contempladas en el Decreto 4800 de 2011 para su concesión, es decir, vulnerabilidad y urgencia extrema, de manera que se pudieran pasar por alto los procedimientos administrativos contemplados ordinariamente para ese fin; de esta manera, se concluyó en la decisión de primera instancia que la actora no cumplió con la carga probatoria que le asistía para lograr sus pretensiones. 
Además, se enfatizó que la señora Rivas Mosquera tiene apenas 38 años de edad, con dos hijos también mayores, encontrándose dentro de ese grupo poblacional con capacidad productiva, máxime cuando en la hora de ahora han transcurrido más de 10 años desde la ocurrencia de los hechos por los cuales fueron reconocidos como víctimas, lo que permite colegir que su actual situación económica no se deriva exclusivamente de esos sucesos. 

Finalmente, se puntualizó que la accionante ha sido beneficiaria en varias oportunidades por el programa familias en acción, operado por el DPS, se encuentra asegurada en la prestación de sus servicios de salud en el régimen subsidiado, prestados por la EPS Medimás, y que la decisión de la UARIV de suspender la entrega de las ayudas humanitarias, obedece a que no se cumplen las características para considerar que su hogar está inhabilitado para adquirir ingresos, resultado que arrojó el proceso de identificación de carencias del núcleo familiar.     
Por otra parte, en lo relacionado con la indemnización por vía administrativa, expuso la Juez cognoscente que para ese fin se requiere necesariamente la participación activa de la víctima, con la entrega de la documentación necesaria, y con el sometimiento al proceso administrativo diseñado para ese fin, pues el mero reconocimiento del hecho victimizante, no constituye una causal para acceder a la reparación pretendida.   

IMPUGNACIÓN:
Una vez notificada la decisión de instancia, fue recurrida por parte de la accionante, quien así lo plasmó al lado de su firma, donde escribió que deseaba impugnarla.
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 
En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si la decisión de la Juez Cognoscente fue acertada en el sentido de que no hay lugar a conceder la solicitud de amparo invocada. 
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación, o cuando se reclamen de manera concreta y específica.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
Deberes probatorios y carga de la prueba en sede de tutela:

El Decreto 2591 de 1991, nada indica específicamente en cuanto a la formalidad probatoria en la acción de tutela, sin embargo en varios de sus apartes sí indica la necesidad de que se aporten para llevar al Juez al convencimiento de la realidad procesal, por ello es que tanto el accionante como el accionado están en el deber de allegar al proceso todo aquello que consideren pertinente y conducente para demostrar sus dichos. En cuanto al tema dijo la Corte Constitucional:
“2.2 La carga de la prueba en materia de tutela. Reiteración de jurisprudencia. 
 
El artículo 3º del Decreto 2591 de 1991 establece como uno de los principios rectores de la acción de tutela “(…) la prevalencia del derecho sustancial (…)”. Por este motivo, una de las características de esta acción es su informalidad. 
 
Así, en materia probatoria, es posible demostrar los hechos aludidos por ambas partes mediante cualquier medio que logre convencer a la autoridad judicial, ya que no existe tarifa legal. Esta informalidad probatoria llega hasta el punto de que la autoridad judicial, al momento de analizar los medios probatorios aportados al proceso, pueda - cuando llegue al convencimiento de la verdad procesal - dejar de practicar algunas de las pruebas solicitadas, tal como se dispone en el artículo 22 del Decreto 2591 de 1991. 
 
De esta forma, la libertad probatoria en sede de tutela es amplia, pero esto no significa que no exista una carga mínima de la prueba en cabeza de quien alega la vulneración de algún derecho fundamental, ya que las reglas probatorias generales aplican también para la acción de tutela. Es decir, si bien es cierto que basta al juez tener la convicción de la vulneración del derecho constitucional fundamental para ampararlo, también lo es que debe acreditarse en el expediente la transgresión, para que dicha protección constitucional se pueda obtener. Para ello el juez dispone, además, de amplios poderes oficiosos, los cuales a su turno también se encuentran limitados por la idoneidad en su utilización. Así, en principio, quien alude un hecho tiene el deber de aportar los medios para convencer a la autoridad judicial de que en efecto ha sucedido o de aportar los elementos necesarios que sugieran razonablemente al juez la utilización idónea de sus poderes oficiosos en la prueba.” 
 (Negrillas de la Sala)
En conclusión, aunque en materia de tutela la carga de la prueba no sea tan rigurosa como en otras materias, ello no implica que el Juez pueda entrar a tutelar derechos sin que la afectación se demuestre mínimamente.
El caso concreto:

En el presente asunto la accionante manifestó su inconformidad con la decisión tomada por parte del Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado, por medio de la cual se denegaron las pretensiones reclamadas por ella en contra de la Unidad de Víctimas, tendientes a obtener una reactivación de las ayudas humanitarias a las cuales considera tener derecho, o en su defecto, el reconocimiento y pago de la indemnización administrativa como víctima de desplazamiento forzado. 
A pesar de lo anterior, no puede perder de vista la Colegiatura que por regla general la acción de tutela no es la vía para que las personas obtengan el reconocimiento y pago de la indemnizaciones administrativas como víctimas de la violencia, especialmente porque en ese tipo de casos hay muchísimas personas esperando su turno y realizando los trámites correspondientes para que la UARIV resuelva su situación, lo que además requiere de un amplio estudio que dentro del plazo perentorio de la acción de tutela no es viable su realización. 
Además, debe decir la Sala que a pesar de lo lamentable de los hechos narrados por la señora Luz Aida, no hay dentro del expediente nada que pruebe realmente el estado de urgencia alegada, que haga necesaria e inmediata la intervención del juez constitucional para ordenar la omisión de una serie de trámites de carácter administrativo que han sido destinados para la obtención de los beneficios que por medio de este mecanismo se persiguen y  que deben cumplir todas las personas que pretenden lo mismo que ella, máxime si con la solicitud no se aportan pruebas que hagan evidente las condiciones de vulnerabilidad que se alegan, y especialmente en casos como este en donde lo que se pretende es obtener la entrega de unos dineros que pertenecen a los recursos del Estado. 

Es así como el permitir que lo deprecado se le otorgue en sede de tutela, indudablemente repercutiría en la vulneración de los derechos de terceros que se encuentran realizando trámites y esperando su turno para ser atendidos por la entidad accionada. En ese orden de ideas, es claro que lo que debe hacer la señora Luz Aida Rivas Mosquera es acudir a la UARIV para que mediante trámites y asignaciones se le brinde acompañamiento y así lograr acceder a los diferentes proyectos de ayuda que ofrece la mencionada entidad, entre ellos la indemnización administrativa.

En conclusión, resulta a todas luces inviable acceder a las solicitudes incoadas por la accionante, pues como se explicó en párrafos anteriores, cuando una persona promueve una acción tutela, a pesar de la informalidad que caracteriza este tipo de acción, no exime a quien la invoca, de aportar los elementos que sean necesarios para llevar al Juez constitucional al convencimiento no sólo de la veracidad de las afirmaciones, sino de la necesidad de su intervención en sede de tutela, evento en el cual, se debe partir, como ya se dijo, de hechos debidamente demostrados; lo cual resulta suficiente para determinar que la decisión evaluada fue acertada, y por lo tanto, se habrá de confirmar en su totalidad.  

DECISIÓN:
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira, el 1º de noviembre de 2017, de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional Sentencia T-187 de 2009, M.P. Dr. Juan Carlos Henao Pérez
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